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TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
DEL 22 DE NOVIEMBRE AL 6 DE DICIEMBRE DE 2019 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página de 
internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la información 
correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio jurisprudencial 
a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en controversia 
constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial de la Federación. 
 
 

NOVIEMBRE 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2021134  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de noviembre de 2019 10:33 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: 1a. CV/2019 (10a.)  
 
SECUESTRO. EL ARTÍCULO 10, FRACCIÓN II, INCISO A), DE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR Y 
SANCIONAR LOS DELITOS EN ESA MATERIA NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD DE 
LAS PENAS. 
 
El precepto citado, al establecer una agravante sobre las penas previstas para el tipo penal básico 
del delito de secuestro exprés [establecido en el artículo 9, fracción I, inciso d), de la propia ley], 
específicamente de cincuenta a cien años de prisión y de ocho mil a dieciséis mil días multa, si en la 
acción de la privación de la libertad participan como autor o autores personas que sean o hayan 
sido integrantes de alguna institución de seguridad pública, de procuración o administración de 
justicia, o de las Fuerzas Armadas Mexicanas, o se ostenten como tales sin serlo, no vulnera el 
principio de proporcionalidad de las penas contenido en el artículo 22 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, porque establece una sanción que se adecua a la gravedad de la 
conducta que se regula. En efecto, teniendo en cuenta que la gravedad de la pena debe guardar una 
relación proporcional con el hecho antijurídico y con el grado de afectación al bien jurídico 
protegido, puede establecerse válidamente que la pena correspondiente a la modalidad agravada 
del delito de secuestro exprés no resulta desmedida en comparación con las penas establecidas para 
otros delitos que atentan contra la libertad personal con similar intensidad y conforme a diversas 
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situaciones que lo agravan, pues el legislador optó por realizar un nuevo parámetro de sanción para 
la conducta de secuestro exprés agravado, eligiendo como técnica legislativa la opción de aplicar 
directamente la sanción penal que correspondería por el delito básico y su modalidad agravada, 
además de que, desde la exposición de motivos que dio lugar a la norma examinada, se refirió que 
ante la creciente incidencia de la comisión de dicho delito y la insuficiencia de las penas vigentes, se 
estimaba conveniente duplicar las punibilidades para el delito de secuestro en cualquiera de sus 
modalidades, por lo que el legislador se vio obligado a responder al reclamo social y cambiar su 
parámetro de punición al establecer penas más elevadas. Asimismo, el merecimiento de una 
sanción punitiva mayor en el supuesto previsto en el artículo 10, fracción II, inciso a), de la Ley 
General para Prevenir y Sancionar los Delitos en Materia de Secuestro se encuentra justificado por 
el incremento en el desvalor de la acción, dado que, cuando estos delitos son cometidos por las 
personas referidas dentro de la fracción de análisis, se presta atención al beneficio ilícito que han 
pretendido conseguir a través de su encargo, así como las habilidades especiales que adquirieron, 
las cuales por su propia naturaleza facilitan su comisión, incluso con sólo ostentarse como 
integrantes de alguna de las instituciones mencionadas. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 1182/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio, y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett.  
 
Amparo directo en revisión 1183/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio, y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021130  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de noviembre de 2019 10:33 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: 1a. CVI/2019 (10a.)  
 
RECURSO DE APELACIÓN EN EL PROCESO PENAL ACUSATORIO. EL ARTÍCULO 468, FRACCIÓN II, DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, AL PREVER QUE SERÁ APELABLE LA SENTENCIA 
DEFINITIVA EN RELACIÓN CON AQUELLAS CONSIDERACIONES "DISTINTAS A LA VALORACIÓN DE LA 
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PRUEBA SIEMPRE Y CUANDO NO COMPROMETAN EL PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN", VIOLA EL 
DERECHO A CONTAR CON UN RECURSO EFECTIVO. 
 
La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que de conformidad con los artículos 17 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 14, numeral 5, del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, y 8, numeral 2, inciso h), de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, en materia penal es exigible que toda sentencia condenatoria pueda ser recurrida ante 
un Juez o tribunal superior; asimismo, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha referido 
que el derecho de recurrir la sentencia implica la revisión íntegra del fallo condenatorio y tiene una 
doble función, por una parte: confirma y da mayor credibilidad a la actuación jurisdiccional del 
Estado y, por otra, brinda mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado; así, para hablar 
de un recurso efectivo, es necesario que el órgano jurisdiccional revisor tenga atribuciones para 
analizar tanto cuestiones jurídicas como fácticas y probatorias, pues en la actividad jurisdiccional no 
puede separarse la cuestión jurídica de la fáctica. Por tanto, el artículo 468, fracción II, del Código 
Nacional de Procedimientos Penales, al prever que será apelable la sentencia definitiva en relación 
con aquellas consideraciones "distintas a la valoración de la prueba siempre y cuando no 
comprometan el principio de inmediación", es inconstitucional porque viola el derecho a contar con 
un recurso efectivo previsto en el artículo 17 constitucional, pues el legislador federal pretendió 
establecer un límite a la procedencia del recurso de apelación en materia penal, de manera que 
únicamente puedan analizarse cuestiones estrictamente jurídicas o argumentativas vedando toda 
posibilidad de revisión de las cuestiones fácticas o de valoración probatoria, lo que constituye una 
barrera que impide a quienes han sido condenados penalmente, a que un Tribunal de Alzada revise, 
a través de un recurso efectivo, los hechos que el Juez Oral o tribunal de enjuiciamiento de primera 
instancia consideró probados y suficientes para determinar una condena penal. Es importante 
señalar que la revisión de la valoración probatoria en segunda instancia no implica reabrir el juicio 
oral ni la etapa de desahogo de pruebas, pues su alcance consiste en analizar la audiencia de juicio 
oral para verificar si existe prueba de cargo suficiente, si fueron desahogadas y valoradas 
racionalmente y si dicha valoración está fundada y motivada; esto es, verificar la comprobación de 
los hechos materia del juicio, el desahogo y valoración probatoria, así como la debida aplicación y 
motivación de las normas sustantivas y adjetivas correspondientes. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 777/2019. 14 de agosto de 2019. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto aclaratorio. Disidente: Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular. Ponente: Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021101  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de noviembre de 2019 10:33 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CII/2019 (10a.)  
 
DEFENSA ADECUADA EN SU VERTIENTE MATERIAL. PARA DETERMINAR SI HUBO VIOLACIÓN A ESTE 
DERECHO, EL JUZGADOR DE AMPARO DEBE VALORAR SI LAS FALLAS O DEFICIENCIAS DE LA DEFENSA 
AFECTARON DIRECTAMENTE EL SENTIDO DEL FALLO RECLAMADO 
 
El órgano jurisdiccional correspondiente, pero sobre todo el que conoce del juicio de amparo 
directo, debe evaluar si la falta de defensa en su aspecto material impactó o no en el sentido del 
fallo reclamado, al ser posible que, a pesar de la existencia de fallas u omisiones evidentes y graves 
en la defensa, se absolviera al acusado del delito imputado. Lo anterior permite sostener que el 
criterio para definir si existió o no violación al derecho a contar con una defensa adecuada en su 
vertiente material, debe analizarse y evaluarse tomando en consideración caso por caso, pues el 
ámbito de protección de ese derecho no consiste en examinar de forma aislada una actuación o el 
contenido de una diligencia en particular, sino el juicio en su conjunto, tal como sucede cuando se 
evalúa de manera general si se vulneró el derecho del imputado a tener un juicio justo, por lo que 
ha de estudiarse el caso entendido como un todo. Así, la vulneración al derecho mencionado sólo 
es determinable a partir de la evaluación de un conjunto de circunstancias que rodean al caso 
concreto, siendo ésta la única forma de medir las verdaderas consecuencias jurídicas de una 
afectación de esta magnitud, con la limitante de evitar que la evaluación del caso vulnere otros 
derechos, como son el de pronta y oportuna impartición de justicia, o bien, la afectación 
indiscriminada a los derechos de la contraria. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 1182/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio, y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett. 
 
Amparo directo en revisión 1183/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio, y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021100  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de noviembre de 2019 10:33 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: 1a. CIV/2019 (10a.)  
 
DEFENSA ADECUADA EN SU VERTIENTE MATERIAL. PARA DECLARAR LA VIOLACIÓN A ESTE 
DERECHO, ES NECESARIO QUE LAS FALLAS O DEFICIENCIAS DE LA DEFENSA NO SEAN 
CONSECUENCIA DE LA ESTRATEGIA PLANTEADA POR EL ABOGADO DEFENSOR. 
 
En el análisis del juicio, el juzgador debe evaluar detenidamente que las fallas o deficiencias en la 
defensa no sean, desde ningún punto de vista, consecuencia de la estrategia defensiva del abogado 
defensor, pues al ser licenciado en derecho se le reconoce un amplio margen de libertad para ejercer 
sus funciones. Una estrategia defensiva es un plan diseñado e implementado por la defensa con la 
finalidad de proteger/promover los intereses del inculpado, de acuerdo con el contexto fáctico y 
normativo del caso. En ese sentido, se reconoce que cada abogado es autónomo en el diseño de la 
defensa a seguir a favor del inculpado y no se soslaya que el silencio o la inactividad de éste o su 
defensor puede interpretarse como una estrategia legítima de defensa, ya que el derecho a guardar 
silencio, lejos de ser una restricción del derecho a la defensa o del debido proceso, constituye un 
derecho del inculpado previsto en los artículos 20 de la Constitución Federal y 8, numeral 2, inciso 
g), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Por tanto, la posibilidad de que el Juez 
distinga si está ante una estrategia de defensa, o bien, frente a una violación a los derechos del 
inculpado, dependerá, necesariamente, del contexto de cada caso. Consecuentemente, 
dependiendo de la etapa que corresponda y del sistema de justicia penal bajo el cual está siendo 
juzgado el imputado, el órgano jurisdiccional debe verificar si en la causa penal acontece o aconteció 
lo siguiente: 1) ausencia sin justificación evidente de pruebas; 2) silencio inexplicable de la defensa; 
3) ausencia de interposición de recursos; 4) omisión de asesoría; 5) desconocimiento técnico del 
procedimiento penal del abogado; o, 6) ausencia o abandono total de la defensa. Así, al verificarse 
la existencia de una o varias de las condiciones anteriores, se estaría ante una violación manifiesta 
del derecho de defensa adecuada en su vertiente material; de lo contrario, se entenderá que el 
silencio o la inactividad del inculpado o de su defensor atiende a una estrategia legítima de defensa. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 1182/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio, y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett.  
 
Amparo directo en revisión 1183/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio, y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021099  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de noviembre de 2019 10:33 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. C/2019 (10a.)  
 
DEFENSA ADECUADA EN SU VERTIENTE MATERIAL. NO SE SATISFACE ESTE DERECHO, CON EL SOLO 
NOMBRAMIENTO DE UN LICENCIADO EN DERECHO PARA LA DEFENSA DEL IMPUTADO, SINO QUE 
DEBEN IMPLEMENTARSE LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA GARANTIZAR QUE TIENE LA ASISTENCIA 
DE UNA PERSONA CAPACITADA PARA DEFENDERLO [ABANDONO PARCIAL DE LA JURISPRUDENCIA 
1a./J. 12/2012 (9a.)]. 
 
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la citada jurisprudencia de rubro: 
"DEFENSA ADECUADA. FORMA EN QUE EL JUEZ DE LA CAUSA GARANTIZA SU VIGENCIA.", sostuvo 
que el derecho de defensa adecuada se garantiza esencialmente si el inculpado es asistido por un 
abogado defensor y no se obstaculiza de ninguna manera el trabajo de la defensa. De igual modo, 
estableció que el referido derecho no debe llegar a ciertos extremos, entre ellos: a) vigilar la 
estrategia de la defensa; b) justipreciar la capacidad o incapacidad técnica del abogado defensor; y, 
c) que el incumplimiento de los deberes de la defensa deba evaluarse por el juzgador, sino que en 
todo caso podrían ser materia de responsabilidad profesional. Ahora bien, la armonización de la 
doctrina constitucional del Alto Tribunal con la jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos, y una nueva reflexión sobre el tema, llevan a esta Primera Sala a separarse 
parcialmente del criterio plasmado en la tesis citada, específicamente en lo referido a las 
consideraciones señaladas en los incisos b) y c), pues se reconoce que parte del núcleo esencial del 
derecho a gozar de una defensa adecuada lo constituye el cumplimiento de que ésta cumpla con su 
aspecto material, es decir, que el abogado satisfaga un estándar mínimo de diligencia en el 
cumplimiento de sus deberes, lo que además debe ser controlado por el Juez en su calidad de 
garante y rector del procedimiento penal. Esto, porque una verdadera defensa adecuada no puede 
limitarse a meros aspectos procesales o de trámite, pues el solo nombramiento de un licenciado en 
derecho para que asuma la defensa no satisface ni efectiviza, por sí mismo, el derecho a gozar de 
una defensa material, sino que se requiere que se implementen todas las medidas necesarias para 
garantizar que el imputado tiene la asistencia de una persona capacitada para defenderlo. No 
obstante, una vez satisfecho ese estándar mínimo, el Juez debe abstenerse de controlar la bondad 
y eficacia de la estrategia defensiva adoptada o el resultado de ésta, en virtud de la autonomía en 
su diseño por el defensor nombrado. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 1182/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio, y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett. 
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Amparo directo en revisión 1183/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio, y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett. 
 
Nota: Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación, y en virtud de que abandona parcialmente el criterio sostenido por la 
propia Sala en la jurisprudencia 1a./J. 12/2012 (9a.), de rubro: "DEFENSA ADECUADA. FORMA EN 
QUE EL JUEZ DE LA CAUSA GARANTIZA SU VIGENCIA.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Libro X, Tomo 1, julio de 2012, página 433, con número de 
registro digital: 160044, esta última dejó de considerarse de aplicación obligatoria a partir del lunes 
25 de noviembre de 2019. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021098  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de noviembre de 2019 10:33 h  
Materia(s): (Constitucional, Constitucional)  
Tesis: 1a. CIII/2019 (10a.)  
 
DEFENSA ADECUADA EN SU VERTIENTE MATERIAL. LOS ÓRGANOS JURISDICCIONALES DEBEN 
TOMAR LAS MEDIDAS PARA GARANTIZAR QUE EL ABOGADO DEFENSOR TENGA LOS 
CONOCIMIENTOS Y LA CAPACIDAD NECESARIOS PARA DEFENDER AL IMPUTADO. 
 
De los artículos 20, apartado A, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de 
junio de 2008 (actual artículo 20, apartado B, fracción VIII) y 8, numeral 2, de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, deriva que todo imputado dentro de un proceso penal cuenta 
con el derecho a gozar de una defensa adecuada, el cual tiene dos aspectos: 1) el formal, que 
consiste en no impedir al imputado el ejercicio de ese derecho; y, 2) el material, el cual se constriñe 
a la asistencia adecuada a través del defensor. Por ende, los órganos jurisdiccionales 
correspondientes deben tomar las medidas para garantizar que el abogado defensor tenga los 
conocimientos y la capacidad necesarios para evitar la vulneración del citado derecho en perjuicio 
del justiciable. Esto es, cuando el incumplimiento de los deberes del abogado dentro del 
procedimiento penal sea manifiesto o evidente, el Juez está obligado, en su carácter de rector y 
garante del proceso penal, a evaluar la defensa proporcionada al imputado, de lo contrario, 
carecería de sentido que la defensa material forme parte del derecho humano de defensa adecuada, 
si dentro del procedimiento penal no existe un mecanismo de control que permita garantizar 
mínimamente al inculpado que su abogado tiene la aptitud necesaria para defenderlo 
adecuadamente. Así, los Jueces penales deben vigilar la actuación del defensor, en aras de evitar la 
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vulneración de ese derecho en perjuicio del justiciable, sin que baste para tutelarlo la sola 
designación de un letrado en derecho, pues su observancia requiere que se proporcione al 
inculpado una asistencia real y operativa, independientemente de si la defensa recayó en defensor 
de oficio o particular, pues de lo contrario, se realizaría una diferenciación que no encuentra 
sustento en la Constitución Federal ni en la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 1182/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio, y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett. 
 
Amparo directo en revisión 1183/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio, y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021097  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 22 de noviembre de 2019 10:33 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CI/2019 (10a.)  
 
DEFENSA ADECUADA EN SU VERTIENTE MATERIAL. DIRECTRICES A SEGUIR PARA EVALUAR SI ESTE 
DERECHO HA SIDO VIOLADO. 
 
En virtud de que el órgano jurisdiccional durante el procedimiento penal se encuentra obligado a 
cerciorarse de que el derecho a gozar de una defensa adecuada no se torne ilusorio a través de una 
asistencia jurídica inadecuada, es procedente que los juzgadores evalúen la defensa proporcionada 
por el abogado. Por lo anterior, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
considera que para determinar si el citado derecho en su vertiente material fue violado, dado que 
no toda deficiencia o error en la conducción de la defensa implica dicha vulneración, el juzgador 
debe seguir las siguientes directrices: a) analizar que las supuestas deficiencias sean ajenas a la 
voluntad del imputado y corresponden a la incompetencia o negligencia del defensor y no a una 
intención del inculpado de entorpecer o evadir indebidamente el proceso; b) evaluar que las fallas 
de la defensa no sean consecuencia de la estrategia defensiva del abogado, valorando las cuestiones 
de hecho más que de fondo para enfocarse principalmente en la actitud del abogado frente al 
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proceso penal; y, c) valorar si la falta de defensa afectó en el sentido del fallo en detrimento del 
inculpado tomando en consideración caso por caso al apreciar el juicio en su conjunto. Ahora bien, 
si después de realizar esta tarea evaluativa el Juez determina que alguna de las citadas fallas resultó 
en la vulneración del derecho del imputado a contar con una defensa adecuada en su vertiente 
material, tendrá la obligación de informarle tal circunstancia con la finalidad de otorgarle la 
posibilidad de decidir si desea cambiar de abogado, ya sea que él nombre a uno particular, se le 
asigne uno de oficio, o continuar con su mismo defensor; si éste opta por cambiar de abogado, el 
Juez deberá otorgar tiempo suficiente para preparar nuevamente su defensa y poder subsanar las 
fallas o deficiencias de la defensa anterior. Por otro lado, si decide mantener a su defensor 
particular, el Juez nombrará un defensor público para que colabore en la defensa y pueda evitarse 
que se vulneren sus derechos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 1182/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio, y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett. 
 
Amparo directo en revisión 1183/2018. 3 de mayo de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Norma Lucía Piña Hernández, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto aclaratorio, y Juan 
Luis González Alcántara Carrancá. Disidentes: Luis María Aguilar Morales y Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Secretaria: Ana Marcela Zatarain Barrett. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de noviembre de 2019 a las 10:33 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021162  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de noviembre de 2019 10:40 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: 1a./J. 77/2019 (10a.)  
 
DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARADA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2011. LA ABROGACIÓN DE LA 
LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO IMPLICA 
LA SUPRESIÓN DEL TIPO PENAL RELATIVO. 
 
Conforme al precepto citado, será sancionado con las mismas penas del delito de defraudación 
fiscal, a quien omita presentar, por más de doce meses, la declaración de un ejercicio que exijan las 
leyes fiscales, dejando de pagar la contribución correspondiente. Ahora bien, al instituirse una 
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omisión como tipo penal, en su configuración subyace la existencia de una norma preceptiva que 
impide al sujeto activo contribuyente actuar en determinado sentido; que en el caso de la 
defraudación fiscal equiparada se traduce en la obligación de presentar la declaración de un 
ejercicio fiscal que exijan las leyes fiscales correspondientes, en términos de los artículos 6o. y 31 
del Código Fiscal de la Federación y de pagar una de las contribuciones que, conforme a la 
clasificación del artículo 2o. del mismo código tributario, comprende a los impuestos, aportaciones 
de seguridad social, contribuciones de mejoras y derechos. Entonces, si bien dentro de los 
elementos que integran el tipo penal se encuentran los normativos de valoración jurídica, como son 
"la declaración de un ejercicio que exijan las leyes fiscales y la existencia de la contribución 
correspondiente" y se dotan de contenido a través de las normas fiscales aplicables, dichos 
elementos no se modifican por virtud de la abrogación de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa 
Única, pues el artículo décimo segundo transitorio del decreto por el que se abrogó, los sigue 
dotando de contenido, ya que establece expresamente que las obligaciones y los derechos que 
hubieran nacido durante su vigencia deberán cumplirse conforme a los montos, las formas y los 
plazos establecidos en la ley abrogada y demás disposiciones aplicables, entre otras. Por tanto, la 
abrogación de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única, a partir del 1 de enero de 2014, en la 
que se prevé bajo su vigencia quiénes son los sujetos obligados al pago del impuesto, así como la 
obligación de presentar las declaraciones y los plazos para hacerlo, no implica la supresión del 
aludido tipo penal, toda vez que dicha abrogación sólo tiene efectos a partir de su vigencia, sin que 
pueda incidir en las conductas a que refiere el tipo penal durante la vigencia de aquella ley fiscal, ya 
que la abrogación de la obligación tributaria no conlleva que la conducta típica realizada durante su 
vigencia, no amerite sanción alguna. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 301/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Cuarto Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 11 
de septiembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián 
González Utusástegui. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 198/2017, en el que determinó que el artículo 109, fracción V, del Código Fiscal 
de la Federación vigente en 2008, en la época de los hechos imputados, establecía un tipo especial, 
y que si bien la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única había sido abrogada por decreto 
publicado en 2013, en vigor a partir de 2014, no permitía que operara a favor del quejoso la 
aplicación retroactiva de la ley, en tanto que tal abrogación no tenía efectos hacia el pasado porque 
no implicó una modificación al tipo penal previsto en el citado precepto, pues la abrogación de esa 
ley tributaria sólo evidenciaba la intención del legislador, en lo sucesivo, de no continuar con la 
imposición de dicha contribución, pero no de dejar de sancionar penalmente las conductas 
producidas durante la vigencia de esa norma, por lo que debía atenderse al principio de legalidad, 
conforme al cual todo delito debe ser juzgado y sancionado de acuerdo con las previsiones 
contenidas en la ley que rija en la fecha en que se cometió el acto criminal; y, 
 



 

11 
 

El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 119/2015, del que derivó la tesis aislada I.7o.P.38 P (10a.), de título y subtítulo: 
"DELITO DE DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARABLE, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN V, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. AL ABROGARSE LA LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A 
TASA ÚNICA A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2014, LA OMISIÓN DE PRESENTAR POR MÁS DE DOCE 
MESES LA DECLARACIÓN DEL IMPUESTO RELATIVO, A PARTIR DE DICHA FECHA, DEJÓ DE TENER 
CARÁCTER DELICTIVO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de 
octubre de 2016 a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 35, Tomo IV, octubre de 2016, página 2860, con número de registro digital: 2012843. 
 
Tesis de jurisprudencia 77/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dos de octubre de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de diciembre 
de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021161  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de noviembre de 2019 10:40 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: 1a./J. 78/2019 (10a.)  
 
DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARADA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2011. LA ABROGACIÓN DE LA 
LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A TASA ÚNICA A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO ACTUALIZA 
EL SUPUESTO DE LA APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE RETROACTIVIDAD DE LA LEY EN BENEFICIO DEL 
GOBERNADO POR SUPRESIÓN DEL TIPO PENAL. 
 
Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que del artículo 14, párrafo primero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, deriva el principio de retroactividad de la ley 
en beneficio del gobernado, el cual también está reconocido en los artículos 9 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, así como 56 y 117 del Código Penal Federal. Ahora bien, uno 
de los supuestos en que se actualiza la aplicación de dicho principio es cuando el legislador ha dejado 
de considerar típica alguna conducta sancionada por una ley anterior, o bien, ha renunciado al ius 
puniendi estatal, lo que da lugar a eximir de toda pena a su autor. A partir de lo anterior, la 
abrogación de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única, a partir del 1 de enero de 2014, no 
implica que se haya actualizado el supuesto de supresión del tipo penal de defraudación fiscal 
equiparada previsto en el artículo 109, fracción V, del Código Fiscal de la Federación vigente hasta 
el 31 de diciembre de 2011, ni que el legislador haya renunciado a sancionar la defraudación fiscal 
equiparada, ya que el artículo décimo segundo transitorio del decreto por el que se abroga la ley 
referida, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 2013, prevé 
expresamente que las obligaciones y los derechos que hubieran nacido durante su vigencia deberán 
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cumplirse conforme a los montos, las formas y los plazos establecidos en la ley abrogada y demás 
disposiciones aplicables, lo que se traduce en que las obligaciones de los contribuyentes en relación 
con el citado impuesto, entre las que se encuentran las de presentar declaración y las de pago no 
cubiertas, continúan siendo exigibles por la realización de las situaciones jurídicas o de hecho que 
hayan dado lugar al surgimiento de obligaciones durante la vigencia de la ley abrogada. Así, la 
inexistencia del impuesto no tiene el alcance de establecer que hayan cesado las obligaciones de 
ese tributo nacidas bajo su vigencia, incluidas la presentación de la declaración y su pago en los 
plazos respectivos y que, por tanto, ya no haya delito que perseguir por la omisión de cumplir con 
las obligaciones que nacieron durante la vigencia de la norma, pues subsisten no obstante la 
abrogación de la ley. De ahí que la abrogación de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única no 
actualiza la aplicación del principio de retroactividad de la ley en beneficio del gobernado por 
supresión del tipo penal. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 301/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Cuarto Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito. 11 
de septiembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, 
Luis María Aguilar Morales, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. 
Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Adrián 
González Utusástegui.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Cuarto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 198/2017, en el que determinó que el artículo 109, fracción V, del Código Fiscal 
de la Federación vigente en 2008, en la época de los hechos imputados, establecía un tipo especial, 
y que si bien la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única había sido abrogada por decreto 
publicado en 2013, en vigor a partir de 2014, no permitía que operara a favor del quejoso la 
aplicación retroactiva de la ley, en tanto que tal abrogación no tenía efectos hacia el pasado porque 
no implicó una modificación al tipo penal previsto en el citado precepto, pues la abrogación de esa 
ley tributaria sólo evidenciaba la intención del legislador, en lo sucesivo, de no continuar con la 
imposición de dicha contribución, pero no de dejar de sancionar penalmente las conductas 
producidas durante la vigencia de esa norma, por lo que debía atenderse al principio de legalidad, 
conforme al cual todo delito debe ser juzgado y sancionado de acuerdo con las previsiones 
contenidas en la ley que rija en la fecha en que se cometió el acto criminal; y, 
 
El emitido por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 119/2015, del que derivó la tesis aislada I.7o.P.38 P (10a.), de título y subtítulo: 
"DELITO DE DEFRAUDACIÓN FISCAL EQUIPARABLE, PREVISTO EN EL ARTÍCULO 109, FRACCIÓN V, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. AL ABROGARSE LA LEY DEL IMPUESTO EMPRESARIAL A 
TASA ÚNICA A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2014, LA OMISIÓN DE PRESENTAR POR MÁS DE DOCE 
MESES LA DECLARACIÓN DEL IMPUESTO RELATIVO, A PARTIR DE DICHA FECHA, DEJÓ DE TENER 
CARÁCTER DELICTIVO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 14 de 
octubre de 2016 a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 35, Tomo IV, octubre de 2016, página 2860, con número de registro digital: 2012843. 
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Tesis de jurisprudencia 78/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dos de octubre de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 02 de diciembre 
de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021152  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 29 de noviembre de 2019 10:40 h  
Materia(s): (Constitucional, Penal)  
Tesis: 1a. CVII/2019 (10a.)  
 
AUDIENCIA DE JUICIO ORAL Y SENTENCIA DEFINITIVA. PUEDEN LLEVARSE A CABO POR UN JUEZ DE 
MANERA UNITARIA, SIN QUE ELLO VULNERE EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA Y EL PRINCIPIO 
DE INMEDIACIÓN. 
 
El artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de manera enunciativa, 
dispone que, conforme al principio de inmediación, los actos en el proceso penal acusatorio deben 
ser presenciados y realizados por un juez. Además, el juicio se celebrará ante un juzgador que no 
haya conocido del caso previamente; sólo condenará cuando exista convicción de la culpabilidad del 
procesado; y, el imputado deberá ser juzgado en audiencia pública por un juez o tribunal. Lo que 
revela que el Constituyente autorizó que los actos procesales relacionados con la celebración de las 
audiencias y el dictado de la sentencia, puedan ser llevados a cabo de manera unitaria, esto es, por 
un solo juzgador, sin que necesariamente imponga su realización a un tribunal de enjuiciamiento, a 
fin de que colegiadamente se pronuncien de tales actos. Por lo tanto, el artículo 403, fracciones I y 
X, del Código Nacional de Procedimientos Penales, al prever como requisitos de la sentencia, el 
nombre y la firma del juez, no es inconstitucional, porque la circunstancia de que el imputado deba 
ser juzgado en audiencia pública por un juez, dota de seguridad jurídica esos actos procesales y 
maximiza el principio de inmediación como componente del debido proceso y respeto de los 
derechos del imputado. No es óbice a lo anterior, que la fracción V del apartado B del artículo 20 de 
la Constitución Federal, establezca que el imputado deberá ser juzgado por un juez o tribunal, pues 
ello revela que el Constituyente también autorizó que la celebración de la audiencia de juicio y el 
dictado de la sentencia podrían efectuarse por un tribunal de enjuiciamiento integrado por diversos 
juzgadores, con la única salvedad de que no hayan conocido del caso previamente, esto es, 
intervenido en etapas anteriores al juicio. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 8321/2018. Valentín Castillo Garzón. 21 de agosto de 2019. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. 
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Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Suleiman 
Meraz Ortiz. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 29 de noviembre de 2019 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

DICIEMBRE 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2021267  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 75/2019 (10a.)  
 
TÍTULO EJECUTIVO. EL DICTAMEN EMITIDO POR LA COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y 
DEFENSA DE LOS USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS (CONDUSEF) QUE DECIDE SOBRE LA 
NOTORIA FALSEDAD O ALTERACIÓN DE LA FIRMA CONTENIDA EN UN CHEQUE TIENE ESA 
NATURALEZA. 
 
Del artículo 68 Bis de la Ley de Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, reformado 
mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de enero de 2014, se advierte 
que la CONDUSEF tiene atribuciones para emitir un dictamen que consigne una obligación 
contractual incumplida, cierta, exigible y líquida que, a su juicio, pueda constituir título ejecutivo no 
negociable en favor del usuario y siempre que la cuantía del asunto sea inferior al equivalente en 
moneda nacional a 50,000 UDIS o, en caso de instituciones de seguros, sociedades mutualistas de 
seguros y administradoras de fondos para el retiro, a 100,000 UDIS. Ahora, del análisis sistemático 
de los artículos 267, 269, 271, 274 y 194 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y 335 
del Código de Comercio, este último aplicable supletoriamente al primer ordenamiento, se colige 
que el pago de un cheque que contenga una firma notoriamente alterada o falsificada implica la 
falta de conservación a que se obligó la entidad financiera vinculada al contrato de depósito 
mercantil, la operación de crédito de depósito de dinero y, desde luego, la negligencia en que 
incurre al no verificar que el instrumento mediante el cual el titular de la cuenta dispone de sus 
recursos contenga la firma registrada ante la institución bancaria relativa, como depositaria. Todo 
lo cual, conlleva el descuido de la convención entre el cuentahabiente y la entidad bancaria, en la 
que esta última incumple con el deber de conservar el bien depositado y que, en consecuencia, 
obliga a responder por los menoscabos, daños y perjuicios. De ahí que el dictamen emitido por la 
CONDUSEF que decide sobre la notoria alteración o falsificación de la firma en un cheque, tiene la 
naturaleza de un título ejecutivo y, por ende, permite al usuario ejercer la acción correspondiente 
ante tribunales, en términos de los artículos 1391, fracción IX, y 1392 del Código de Comercio. 
 
PRIMERA SALA 
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Contradicción de tesis 58/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Cuarto Circuito y el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito. 11 de septiembre de 2019. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Jorge 
Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora 
Cortés Araujo. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Cuarto Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 85/2016, en el que estableció que el dictamen emitido por la Comisión Nacional 
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, en el que se opina sobre la 
notoria falsedad de la firma contenida en un cheque, en comparación con la registrada en la tarjeta, 
constituye título ejecutivo por reunir los requisitos previstos en el artículo 68 Bis de la Ley de 
Protección y Defensa al Usuario de Servicios Financieros, esto es, que en el dictamen se consigna 
una obligación contractual incumplida, cierta, exigible y líquida, en el entendido de que la obligación 
contractual incumplida consiste en la conservación de los recursos dados en depósito, que impidió 
al librador disponer de ellos por el pago del título de crédito presentado para su cobro con firma 
falsa; y, 
 
El emitido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
17/2016, que dio origen a la tesis jurisprudencial PC.I.C. J/39 C (10a.), de título y subtítulo: "TÍTULO 
EJECUTIVO. NO LO CONSTITUYE EL DICTAMEN DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA LA PROTECCIÓN Y 
DEFENSA DE LOS USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS, SOBRE LA NOTORIA ALTERACIÓN O 
FALSIFICACIÓN DE LA FIRMA DE UN CHEQUE (ALCANCES DEL ARTÍCULO 68 BIS DE LA LEY DE 
PROTECCIÓN Y DEFENSA AL USUARIO DE SERVICIOS FINANCIEROS).", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 25 de noviembre de 2016 a las 10:36 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo III, noviembre de 2016, página 
2163, con número de registro digital: 2013165. 
 
Tesis de jurisprudencia 75/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dos de octubre de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre 
de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021265  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXX/2019 (10a.)  
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TATUAJES. SU USO ESTÁ PROTEGIDO, POR REGLA GENERAL, POR EL DERECHO AL LIBRE DESARROLLO 
DE LA PERSONALIDAD Y A LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN. 
 
El derecho al libre desarrollo de la personalidad deriva del principio de autonomía personal, y 
consiste en la capacidad de elegir y materializar libremente planes de vida e ideales de excelencia 
humana, sin la intervención injustificada de terceros. Este derecho incluye, entre otras cosas, la 
elección de la apariencia personal, pues se trata de un aspecto de la individualidad que se desea 
proyectar ante los demás. La libertad de expresión es el derecho a expresar, buscar, recibir, 
transmitir y difundir libremente, ideas, informaciones y opiniones. Este derecho está vinculado 
estrechamente con la autonomía personal, pues se trata de un bien necesario para ejercerla, pero 
tiene también una especial conexión con la realización de diversos bienes colectivos, como la 
democracia o la generación y transmisión del conocimiento, de aquí que se le reconozca un peso 
especial en las democracias constitucionales. Una forma de expresar la individualidad es mediante 
el uso de tatuajes, pues el uso de éstos en lugares visibles constituye un acto deliberado de 
expresión de su significado, que puede consistir en ideas, opiniones, convicciones, informaciones, 
etc. En este sentido, el uso de tatuajes está protegido, por regla general, por los derechos al libre 
desarrollo de la personalidad y a la libertad de expresión, por lo que no debe ser motivo para 
discriminar a sus portadores. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4865/2018. 30 de octubre de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretarios: Alejandro González Piña, Jorge Francisco Calderón Gamboa y Laura Patricia 
Román Silva. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021263  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 70/2019 (10a.)  
 
SUSPENSIÓN. LA NATURALEZA OMISIVA DEL ACTO RECLAMADO NO IMPIDE SU PROCEDENCIA. 
 
Los artículos 107, fracción X, primer párrafo, de la Constitución y 147 de la Ley de Amparo vigente, 
dotan a la suspensión de un genuino carácter de medida cautelar, cuya finalidad consiste en 
conservar la materia de la controversia y evitar que las personas sufran una afectación a su esfera 
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jurídica mientras se resuelve el fondo del asunto, ya sea con medidas conservativas o de tutela 
anticipada (efectos restitutorios), para lo cual es necesario analizar: (i) la apariencia del buen 
derecho; (ii) las posibles afectaciones al interés social; y (iii) la posibilidad jurídica y material de 
otorgar la medida. En ese sentido, la naturaleza de los actos, ya sea positiva, declarativa o negativa, 
no representa un factor que determine en automático la concesión o negativa de la medida cautelar, 
pues la locución "atendiendo a la naturaleza del acto reclamado", que refiere el precepto de la Ley 
de Amparo, debe analizarse en función de las consecuencias que caso a caso pueden producir los 
actos reclamados, lo que a su vez es determinante para decidir si el efecto de la suspensión debe 
consistir en el mantenimiento de las cosas en el estado que se encuentran o debe restituirse 
provisionalmente a la persona en el goce del derecho violado. En estos términos, la naturaleza 
omisiva de los actos reclamados es relevante para determinar el contenido que adoptará la 
suspensión, pero no para determinar si la medida cautelar procede o no. En efecto, dado que el 
amparo provisional que se pretende con la suspensión definitiva permite que la persona alcance 
transitoriamente un beneficio que, al final del día, puede confirmarse o revocarse a través de la 
sentencia principal, sin prejuzgar sobre lo ocurrido antes del juicio de amparo ni lo que ocurrirá 
después, pues lo importante para que dicha medida cautelar sea material y jurídicamente posible 
radica en que los efectos suspensorios puedan actualizarse momento a momento, de modo que la 
suspensión no coincida exactamente, agote o deje sin materia una eventual sentencia estimatoria 
de amparo, y todo esto va más allá del tipo de medidas que deben dictarse en caso de que proceda 
conforme a lo anterior. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 85/2018. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Décimo Segundo Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito, el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el 
Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 16 de enero de 
2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Leticia Guzmán Miranda.  
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Segundo 
Circuito, al resolver el recurso de queja 123/2017, en el que sostuvo que no era procedente otorgar 
la suspensión en contra de la omisión de ejecutar una sentencia dictada en el juicio de origen, 
porque los actos reclamados medularmente tienen el carácter de omisivos, los que se caracterizan 
porque la autoridad se abstuvo de actuar, esto es, se rehusó a hacer algo, o no contestó no obstante 
existir una solicitud expresa del gobernado, por lo que de concederse la suspensión se darían efectos 
restitutorios al obligar a la autoridad a actuar en el sentido que ordena la garantía, lo cual es propio 
de la sentencia que se dicte en el juicio principal. 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 
el recurso de queja 122/2013, que dio origen a la tesis aislada I.1o.A.3 K (10a.), de título y subtítulo: 
"SUSPENSIÓN. ES PROCEDENTE OTORGARLA CON EFECTOS RESTITUTORIOS PROVISIONALES EN 
RELACIÓN CON CIERTOS ACTOS DE ABSTENCIÓN EN LOS CASOS EN QUE SEA POSIBLE JURÍDICA Y 
MATERIALMENTE, CONFORME AL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 147 DE LA LEY DE AMPARO.", 
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publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, Tomo 3, 
octubre de 2013, página 1911, con número de registro digital: 2004808. 
 
Tesis de jurisprudencia 70/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre 
de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021257  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 89/2019 (10a.)  
 
RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA EN CASO DE MUERTE. LOS FAMILIARES DE LA VÍCTIMA Y NO 
SÓLO SUS HEREDEROS LEGALMENTE DECLARADOS EN LA SUCESIÓN, TIENEN LEGITIMACIÓN ACTIVA 
PARA RECLAMAR LA INDEMNIZACIÓN RESPECTIVA (CÓDIGOS CIVILES DE LOS ESTADOS DE 
GUERRERO Y DE LA CIUDAD DE MÉXICO) (INTERRUPCIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 3a./J. 21/92). 
 
Conforme al artículo 1767, fracción I, del Código Civil del Estado de Guerrero, en caso de muerte la 
indemnización por responsabilidad civil corresponderá a las personas que dependan 
económicamente de la víctima y a falta de éstos, a sus herederos. Por su parte, el artículo 1915, 
párrafo segundo, del Código Civil de la Ciudad de México, establece que en caso de muerte la 
indemnización corresponderá a los herederos de la víctima. En función de dichos preceptos y de una 
nueva reflexión, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación abandona la 
jurisprudencia 3a./J. 21/92 y en su lugar establece que cuando la ley hace referencia a los herederos 
de la víctima para efectos de definir quién tiene legitimación activa para hacer valer en juicio la 
acción de responsabilidad civil objetiva para reclamar los daños materiales ocasionados por la 
muerte de una persona, dicha fórmula no debe interpretarse en un sentido literal para entender 
que sólo la tendrán los herederos legalmente declarados en la sucesión de la víctima, quienes 
además sólo podrán actuar a través del albacea. Esto porque dicha interpretación impone una 
restricción injustificada al derecho de acción de quien se estima afectado, en tanto se le obligaría a 
tramitar de manera previa un proceso distinto a aquel en el cual pretende obtener la reparación, 
como lo sería el procedimiento sucesorio a fin de obtener la declaratoria de herederos respectiva, 
así como la designación del albacea, con todas las cargas que ello implica. Por el contrario, esta 
referencia debe interpretarse en un sentido amplio para entender que tienen legitimación activa 
para reclamar el daño material ocasionado por responsabilidad civil objetiva derivado de la muerte 
de una persona, sus familiares, entendiéndose por éstos las personas que conforme a la ley de la 
materia estarían llamados a ser sus herederos intestamentarios, por lo que para efectos de la 
legitimación activa en juicio bastará con que el actor acredite su entroncamiento con la persona 
fallecida a fin de que el juzgador esté en posibilidades de comprobar que se trata de uno de estos 
sujetos. Finalmente, se precisa que para efectos de esta legitimación activa no opera la regla que 
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establece que los parientes más próximos excluyen a los más lejanos, pues tratándose del derecho 
a ser reparado, todos los familiares de la víctima –en los términos precisados– que estimen haber 
sufrido un daño material pueden concurrir al juicio. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 196/2019. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y del Trabajo del Vigésimo Primer Circuito y los Tribunales Tercero, Cuarto y Quinto, todos en 
Materia Civil del Primer Circuito. 6 de noviembre de 2019. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Eduardo Aranda Martínez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Vigésimo Primer 
Circuito, al resolver el juicio de amparo directo 39/2019, en el que sostuvo que el artículo 1767, 
fracción I, del Código Civil del Estado de Guerrero debía interpretarse literalmente y, por tanto, la 
legitimación activa para reclamar el daño material como consecuencia de la responsabilidad civil 
objetiva por muerte de una persona, sólo le correspondía a sus herederos, razón por la cual los 
promoventes de dicha reclamación debían acreditar desde el momento de la presentación de su 
escrito inicial, su calidad de herederos o albaceas de la sucesión legalmente declarados. 
 
El sostenido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo 508/2014, que dio origen a la tesis aislada I.3o.C.191 C (10a.), de título y 
subtítulo: "RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA. LOS HEREDEROS POTENCIALES DE LA VÍCTIMA ESTÁN 
LEGITIMADOS PARA RECLAMAR LA INDEMNIZACIÓN RELATIVA (INAPLICABILIDAD DE LA 
JURISPRUDENCIA 3a./J. 21/92)."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 
de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 17, Tomo II, abril de 2015, página 1834, con número de registro digital: 2008865. 
 
El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 719/2011, el cual dio origen a la tesis aislada I.4o.C.16 C (10a.), de rubro: 
"RESPONSABILIDAD CIVIL POR DAÑO MATERIAL EN CASO DE MUERTE. FORMA DE ACREDITAR LA 
LEGITIMACIÓN DE LOS HEREDEROS CONFORME A LOS PRINCIPIOS PRO ACTIONE Y PRO PERSONA."; 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIV, Tomo 3, 
noviembre de 2012, página 1933, con número de registro digital: 2002191. 
 
El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el juicio 
de amparo directo 4185/89, el cual dio origen a la tesis aislada, de rubro: "RESPONSABILIDAD CIVIL 
OBJETIVA. LEGITIMACIÓN PARA RECLAMAR LA INDEMNIZACIÓN CUANDO LA VÍCTIMA FALLECE."; 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Tomo V, enero-junio de 1990, 
Segunda Parte-1, página 436, con número de registro digital: 226078. 
 
Nota: Esta tesis se publicó el viernes 6 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación, y en virtud de que interrumpe el criterio sostenido en la diversa 3a./J. 
21/92, de rubro: "RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA. LOS HEREDEROS DE LA VÍCTIMA SON LOS 
LEGITIMADOS PARA RECLAMAR LA INDEMNIZACIÓN RELATIVA. (INTERPRETACIÓN DE LOS 
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ARTÍCULOS 1915 Y 1836 DE LOS CÓDIGOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL Y EL ESTADO DE 
JALISCO, A PARTIR DE SUS REFORMAS DEL DIECISÉIS DE DICIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS SETENTA 
Y CINCO Y VEINTIOCHO DE DICIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y DOS, 
RESPECTIVAMENTE).", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava 
Época, Número 59, noviembre de 1992, página 18, esta última dejó de considerarse de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 9 de diciembre de 2019. 
 
Tesis de jurisprudencia 89/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de veintisiete de noviembre de dos mil diecinueve. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre 
de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021241  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Civil, Civil)  
Tesis: 1a./J. 81/2019 (10a.)  
 
PAGARÉ. PARA QUE TENGA EFICACIA CUANDO EL SUSCRIPTOR NO SABE O NO PUEDE ESCRIBIR, SE 
REQUIERE NECESARIAMENTE QUE UN TERCERO FIRME A SU RUEGO Y QUE DE ELLO DÉ FE UN 
CORREDOR, UN NOTARIO O UN FUNCIONARIO PÚBLICO, SIN QUE SEA ÓBICE LA CIRCUNSTANCIA DE 
QUE EL OBLIGADO PUEDA FIRMAR O PLASMAR SU HUELLA DIGITAL. 
 
De los artículos 86, 170 y 174 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito deriva como 
requisito para la eficacia del pagaré, en el caso de que el suscriptor no sepa leer y escribir, que un 
tercero lo firme a su ruego y de esto dé fe un corredor, notario o funcionario público. Este requisito 
se justifica si se parte de que: 1) la firma representa la expresión de la voluntad del suscriptor; y, 2) 
el artículo 86 aludido prevé la hipótesis de las personas que no pueden o no saben escribir. Así, la 
intención del legislador fue proteger a un grupo de personas que se coloca en una situación de 
desventaja social –ya sea por su analfabetismo o porque no pueden escribir– y asegurar que el 
obligado (quien se encuentra imposibilitado) tenga conocimiento de lo realizado por su encargo en 
el título de crédito. En ese sentido, el legislador optó por la intervención de un fedatario público 
para que, en primer lugar, constate el pedimento de que está imposibilitado para que otra persona 
firme a su ruego y, en segundo, le informe del contenido del título de crédito, en aras de mitigar su 
desventaja social. Por tanto, es indispensable para su validez la presencia de un fedatario público al 
momento de la suscripción del pagaré, sin que sea óbice la circunstancia de que el suscriptor pueda 
firmar o plasmar su huella digital, ya que lo que se busca es protegerlo en términos del artículo 21, 
numeral 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y evitar que se abuse de su 
condición, máxime cuando el fin pretendido con la firma es la aceptación del derecho literal 
consignado en el título, lo cual se logra cuando un fedatario público garantiza que el suscriptor tiene 
pleno conocimiento de la obligación contraída. 
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PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 143/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 
26 de junio de 2019. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, quien precisó que está con el sentido pero separándose de algunas 
consideraciones, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: 
Luis María Aguilar Morales. Ponente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo 
Francisco Muñoz Díaz. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver 
los amparos directos 106/2014 y 572/2018, en los que consideró que no era óbice la circunstancia 
de que el suscriptor de un pagaré no supiera o pudiera leer y escribir, ya que mientras logre plasmar 
una firma o huella digital, se cumple el requisito previsto en el artículo 170, fracción VI, de la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito, esto es, si en el área destinada para la firma del 
suscriptor del pagaré aparece un signo gráfico con la apariencia de una "X", eso es suficiente para 
entender que se trata de la firma del suscriptor, sin importar que sepa leer y escribir, o bien, que 
pueda hacerlo. 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito, al resolver el 
amparo directo 35/2012 del que derivó la tesis aislada VI.2o.C.9 C (10a.), de rubro: "PAGARÉ. EN 
ATENCIÓN AL PRINCIPIO PRO PERSONA, PARA QUE SU SUSCRIPCIÓN SEA EFICAZ CUANDO EL 
OBLIGADO NO SABE O NO PUEDE ESCRIBIR, ES NECESARIO QUE UN TERCERO FIRME A SU RUEGO Y 
QUE DE ELLO DÉ FE UN CORREDOR, UN NOTARIO O UN FUNCIONARIO PÚBLICO."; publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VIII, Tomo 2, mayo de 2012, 
página 2077, con número de registro digital: 2000857. 
 
Tesis de jurisprudencia 81/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de nueve de octubre de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre 
de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021227  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Civil, Común)  
Tesis: 1a./J. 74/2019 (10a.)  
 
EMBARGO PRACTICADO EN UN JUICIO EJECUTIVO. LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA QUE LO DEJA 
INSUBSISTENTE CONSTITUYE UN ACTO DE EJECUCIÓN IRREPARABLE QUE AFECTA MATERIALMENTE 
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LOS DERECHOS SUSTANTIVOS DEL EJECUTANTE Y, POR ENDE, EN SU CONTRA PROCEDE EL JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO. 
 
De los artículos 107, fracción III, inciso b), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y 107, fracción V, de la Ley de Amparo, se advierte que en contra de las violaciones que 
se actualicen durante el procedimiento, excepcionalmente procede el juicio de amparo indirecto, 
cuando se trate de actos en juicio cuya ejecución sea de imposible reparación, es decir, que el acto 
de autoridad, por sí mismo, afecte materialmente derechos sustantivos. Ahora bien, el embargo 
practicado en un juicio ejecutivo con motivo de un derecho de crédito, se erige como una extensión 
procesal del derecho de crédito respectivo y visto desde el enfoque del lado pasivo, la medida 
cautelar afecta bienes determinados del presunto deudor, para asegurar la eventual ejecución 
futura, que limita las facultades de su disposición y goce hasta que se obtenga sentencia de condena 
o se desestime la pretensión principal, de manera que si para el demandado en juicio, la traba del 
embargo es un acto de imposible reparación en contra del cual es procedente el juicio de amparo 
indirecto, de igual forma debe estimarse para el actor cuando se emite una determinación que deja 
insubsistente el embargo, dado que éste produce de manera simultánea una serie de efectos para 
cada una de las partes, pues al tiempo en que el demandado a quien se embarga es privado de su 
derecho de disposición de los bienes materia de la medida cautelar, el actor logra obtener una 
garantía de pago en relación con el crédito que reclama y adquiere una prelación para su cobro 
frente a otros posibles acreedores. De ahí que la resolución definitiva que deja sin efectos el 
embargo dentro de un juicio ejecutivo, por sus implicaciones, tiene ejecución o efectos de imposible 
reparación, por afectar materialmente derechos sustantivos del embargante, lo que hace 
procedente el juicio de amparo indirecto, porque al tratarse de un auténtico gravamen real de la 
especie de los de garantía, que no obstante su carácter temporal tiene la naturaleza jurídica de un 
ius ad rem, es incontrovertible que la determinación que destraba la medida cautelar y provoca su 
insubsistencia afecta de manera directa e inmediata el derecho sustantivo que sobre los bienes del 
deudor tiene el acreedor embargante, toda vez que vulnera la potestad o facultad que había 
adquirido de sustraer de la libre disposición del deudor los bienes embargados, de la que ya no 
podrá ser resarcido aun cuando obtenga sentencia favorable, razón por la cual es innecesario 
esperar hasta que se dicte la sentencia definitiva correspondiente, para poder combatir la actuación 
relativa mediante el juicio de amparo indirecto. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 76/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 
Civil y Administrativa del Noveno Circuito, el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito y el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Civil del Sexto Circuito. 4 de septiembre de 2019. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto concurrente. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: César de la Rosa Zubrán. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Noveno 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 147/2018, en el que determinó que la resolución que deja 
insubsistente el embargo en un juicio ejecutivo civil no constituye un acto de ejecución irreparable, 
por lo que en su contra es improcedente el juicio de amparo indirecto, ya que es una violación 
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adjetiva o procesal que no afecta materialmente, ni de manera inmediata y directa los derechos 
sustantivos del quejoso tutelados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino 
que únicamente tiene efectos formales o intraprocesales que no ocasionan que la sentencia 
definitiva que se dicte en el proceso de origen sea desfavorable a sus intereses. 
 
El emitido por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
15/2017, que dio origen a la tesis jurisprudencial PC.I.C. J/59 K (10a.), de título y subtítulo: 
"EMBARGO. LA RESOLUCIÓN QUE LO DEJA INSUBSISTENTE ES UN ACTO DE EJECUCIÓN IRREPARABLE 
RESPECTO DEL CUAL PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 2 de febrero de 2018 a las 10:04 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 51, Tomo II, febrero de 2018, página 1040, 
con número de registro digital: 2016136. 
 
Tesis de jurisprudencia 74/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre 
de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021226  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional, Constitucional)  
Tesis: 1a. CXVIII/2019 (10a.)  
 
DISCURSOS DE ODIO. SON CONTRARIOS A LOS VALORES FUNDAMENTALES DEL SISTEMA JURÍDICO, 
COMO LOS DERECHOS HUMANOS Y LA DEMOCRACIA CONSTITUCIONAL. 
 
Los discursos de odio son un caso especial de discurso discriminatorio, que se caracterizan, entre 
otras cosas, por promover la discriminación y la violencia en contra de personas o grupos 
determinados, por razones como la religión o el origen étnico o nacional, y en casos extremos, 
abogan por el exterminio de esas personas o grupos, por no reconocerles igual dignidad humana. 
Ahora bien, el artículo 1o. constitucional y el 24 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos reconocen el derecho a la igualdad y prohíben la discriminación por razones como la 
religión o el origen étnico o nacional. Los artículos 13 de esa Convención y 20 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, prohíben toda apología del odio nacional, racial o religioso, que incite 
a la violencia o a la discriminación. La Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación, prohíbe toda discriminación racial, toda difusión de ideas racistas, toda 
incitación a la discriminación y toda violencia motivada por esas razones. La Ley para Prevenir y 
Eliminar la Discriminación del Distrito Federal (hoy Ciudad de México), prohíbe cualquier forma de 
discriminación como, entre otras, las conductas que inciten a la exclusión, persecución, odio, 
violencia, rechazo o difamación de personas o grupos. En este sentido, las normas constitucionales, 
convencionales y legales citadas, permiten fundamentar la premisa de que el discurso 
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discriminatorio, y especialmente el discurso de odio, es contrario a valores fundamentales en que 
se asientan los derechos humamos y la democracia constitucional, como lo son la igualdad, la 
dignidad e incluso la posibilidad de que los destinatarios de esos discursos ejerzan, en condiciones 
de igual consideración y respeto, su libertad de expresión. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4865/2018. 30 de octubre de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretarios: Alejandro González Piña, Jorge Francisco Calderón Gamboa y Laura Patricia 
Román Silva. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 

 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2021225  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXXI/2019 (10a.)  
 
DISCURSOS DE ODIO. PUEDEN EXPRESARSE MEDIANTE SÍMBOLOS CUYO SIGNIFICADO DEBE 
INTERPRETARSE TENIENDO EN CUENTA EL CONTEXTO. 
 
La expresión de un discurso de odio puede concretizarse mediante la transmisión del mensaje por 
cualquier medio susceptible de comunicarlo, ya sea directa o indirectamente, a través de palabras, 
del uso de símbolos u otras formas de expresión, que en un contexto determinado, permitan 
concluir que se trata de una manifestación que promueve el odio, la discriminación y la violencia en 
contra de una determinada persona o grupo, con motivo de su identidad, origen étnico, religioso, 
racial, cultural, entre otros. En ese sentido, un tatuaje corporal visible, en principio, puede ser un 
medio o vía de expresión de un discurso de odio, cuando en un contexto cultural determinado el 
símbolo o imagen, para personas de mediana instrucción, aluda precisamente a un discurso de odio 
claramente identificable, pues la portación de un tatuaje en un lugar visible con esa connotación 
entraña un acto de comunicación o expresión del significado del mismo. Esto, al margen de que ese 
símbolo pueda adquirir significados distintos en culturas ajenas a la en que es expresado. Por 
ejemplo, en nuestro ámbito cultural el uso o portación de una cruz esvástica en un tatuaje corporal 
visible, por un adulto de cultura media, genera la presunción de que el usuario adhiere, apoya o 
simpatiza con ese discurso de odio extremo (el nazismo), sobre todo si se tiene en cuenta que 
generalmente la elección del diseño de un tatuaje (imagen, símbolo o elemento gráfico) es un acto 
reflexivo y autónomo del portador, que comúnmente lleva implícito el conocimiento del significado 



 

25 
 

que tiene socialmente reconocido o asignado el elemento gráfico, además de que un tatuaje visible 
es un acto de expresión de la individualidad. Se trata de un discurso de odio extremo porque dicha 
doctrina no propugna únicamente por dar un trato discriminatorio, principalmente, contra los 
judíos, sino que aboga expresamente por el genocidio de éstos sobre la base de no reconocer a ese 
grupo étnico-religioso dignidad humana. Esto es, se trata de un discurso que pretende la destrucción 
de los fundamentos de la democracia y de los derechos humanos mismos, al postular el exterminio 
de otros seres humanos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4865/2018. 30 de octubre de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretarios: Alejandro González Piña, Jorge Francisco Calderón Gamboa y Laura Patricia 
Román Silva.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021224  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXXIII/2019 (10a.)  
 
DISCURSOS DE ODIO. LOS EXPRESADOS EN ÁMBITOS PRIVADOS DE ÍNDOLE LABORAL, ANTE 
PERSONAS CONCRETAS DESTINATARIAS DE LOS MISMOS, CARECEN DE PROTECCIÓN 
CONSTITUCIONAL, POR LO QUE LAS VÍCTIMAS NO TIENEN EL DEBER JURÍDICO DE TOLERARLOS. 
 
La libertad de expresión es el derecho a expresar, buscar, recibir, transmitir y difundir libremente, 
ideas, informaciones y opiniones. Este derecho está vinculado estrechamente con la autonomía 
personal, pues se trata de un bien necesario para ejercerla, pero tiene también una especial 
conexión con la realización de diversos bienes colectivos, como la democracia o la generación y 
transmisión del conocimiento, de aquí que se le reconozca un peso especial en las democracias 
constitucionales. En este sentido, cuando un discurso de odio se expresa en un ámbito privado como 
una empresa mercantil, debe tenerse en consideración que por lo general están ausentes las 
razones de orden público que confieren a la libertad de expresión una especial protección en el foro 
público, vinculadas con la posibilidad de propiciar una deliberación pública relacionada con el 
funcionamiento de la democracia u otros bienes colectivos como la generación de conocimiento, y 
en este sentido debe reconocerse a la libertad de expresión un peso ordinario vis a vis los derechos 
a la dignidad, la igualdad y la libertad de las víctimas (entendidas como los destinatarios del 
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mensaje), por lo que, en estas circunstancias, la expresión de un discurso de odio frente a las 
víctimas puede considerarse un acto de discriminación y/o violencia proscrito constitucionalmente, 
de manera que las víctimas no tienen la obligación jurídica de tolerarlo y válidamente pueden poner 
fin a la convivencia con el agresor, si ello es necesario para preservar su propia dignidad, sentido de 
la igualdad y, en último término, su propia libertad de expresarse en condiciones de igual 
consideración y respeto, sin temor a ser agredidos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4865/2018. 30 de octubre de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretarios: Alejandro González Piña, Jorge Francisco Calderón Gamboa y Laura Patricia 
Román Silva.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021223  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional, Constitucional)  
Tesis: 1a. CXIX/2019 (10a.)  
 
DISCURSOS DE ODIO. INCIDEN DIRECTAMENTE EN LOS DERECHOS DE LAS VÍCTIMAS. 
 
Los discursos de odio, expresados en un contexto determinado, inciden directamente en los 
derechos de las víctimas a la dignidad, la igualdad y la libertad de expresión misma, puesto que, por 
una parte, difunden la idea de que determinados grupos o personas tienen menos derechos que las 
demás personas y se justifica un trato hostil en su contra y, en casos extremos, propugnan por 
privarles de todo derecho y de la existencia misma, esto es, difunden la idea de que determinadas 
personas valen menos que las demás o no valen nada; porque los discursos de odio se basan en 
prejuicios y pretenden establecer diferencias de trato en contra de grupos o personas con base en 
características o propiedades carentes de justificación desde el punto de vista jurídico, como 
podrían ser las propiedades no intencionales de la víctima, por ejemplo la raza, el sexo o la 
discapacidad, o las que están amparadas por derechos humanos como la adopción de una 
determinada religión o la decisión de no adoptar alguna; y porque el carácter difamatorio, hostil y 
vejatorio de esos discursos tiene el efecto de inhibir a las víctimas en el ejercicio de la libertad de 
expresión, y el de privarles de la misma oportunidad de expresar sus puntos de vista en el foro 
público, al propagar en su contra prejuicios que restan credibilidad a sus expresiones, especialmente 
cuando se dirigen contra grupos históricamente discriminados. 
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PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4865/2018. 30 de octubre de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretarios: Alejandro González Piña, Jorge Francisco Calderón Gamboa y Laura Patricia 
Román Silva.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021222  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. CXVII/2019 (10a.)  
 
DISCURSO DE ODIO. LA RESPUESTA DEL SISTEMA JURÍDICO ANTE SU EXPRESIÓN DEBE SER GRADUAL 
EN FUNCIÓN DE UNA PLURALIDAD DE CIRCUNSTANCIAS QUE DEBEN SER PONDERADAS 
CUIDADOSAMENTE POR EL LEGISLADOR Y POR LOS JUECES. 
 
El discurso de odio es contrario a los valores fundamentales en que se asientan los derechos 
humanos y la democracia constitucional, como la igualdad, la dignidad e incluso la posibilidad de 
que sus destinatarios ejerzan, en condiciones de igual consideración y respeto, su libertad de 
expresión. No obstante, de aquí no se sigue, sin más, que todo discurso de odio deba ser reprimido. 
La respuesta del sistema jurídico ante esos discursos debe ser gradual en función de una pluralidad 
de circunstancias que deben ser ponderadas cuidadosamente por el legislador y por los Jueces, 
entre las que caben mencionar: el contexto en que aquél es expresado, como las condiciones 
sociales, históricas y políticas del lugar en que se expresa; la existencia o no de conflictos sociales 
pasados o presentes vinculados con la discriminación o la robustez de sus prácticas democráticas 
para contrarrestar, mediante la educación o a través de más libertad de expresión, los efectos del 
discurso de odio; ante qué auditorio se expresa (si ante destinatarios concretos o grupos definidos 
que están presentes); si quien lo expresa es una figura de influencia pública o no, el grado y el medio 
de difusión del mensaje; si se expresa en un foro de deliberación pública o en un ámbito privado en 
que están ausentes las razones de interés público que dotan a la libertad de expresión de un peso 
especial; si su expresión implica, o no, apología del odio o incitación a la discriminación o a la 
violencia; si su expresión genera un riesgo inminente de violencia o de ruptura del orden público; o 
si ya ha generado actos de violencia física o disturbios, etcétera, pues dada la relevancia que la 
libertad de expresión tiene para valores fundamentales como la autonomía personal, la democracia, 
la cultura o la generación de conocimiento, debe tenerse especial precaución para admitir 
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restricciones a su ejercicio. En este sentido, la respuesta del sistema jurídico puede ir desde la no 
protección de esos discursos, para evitar su reproducción y fortalecimiento, desalentándolos a 
través de la educación o la no protección del Estado frente a la reacción crítica no violenta, mediante 
más libertad de expresión, pasando por su tolerancia en ciertas circunstancias en que su represión 
entrañe más costos que beneficios, hasta la atribución de responsabilidades civiles posteriores o, 
excepcionalmente, su represión mediante el derecho sancionador en casos especialmente graves 
en función de las circunstancias mencionadas. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4865/2018. 30 de octubre de 2019. Cinco votos de los Ministros Norma 
Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto concurrente, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien formuló voto 
concurrente en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis, y Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretarios: Alejandro González Piña, Jorge Francisco Calderón Gamboa y Laura Patricia 
Román Silva.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021219  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Penal, Penal)  
Tesis: 1a./J. 76/2019 (10a.)  
 
DELITOS COMETIDOS POR ABOGADOS, PATRONOS Y LITIGANTES. EL ELEMENTO NORMATIVO 
"LITIGANTE" PARA EFECTOS DE DETERMINAR LA CALIDAD ESPECÍFICA DE SUJETO ACTIVO EN DICHOS 
ILÍCITOS, NO COMPRENDE AL ACTOR O DEMANDADO QUE PARTICIPA EN UNA CONTIENDA, SINO 
QUE CORRESPONDE AL PROFESIONAL DEL DERECHO QUE COMPARECE A ÉSTA EN DEFENSA DE 
AQUÉLLOS (LEGISLACIONES DE LA CIUDAD DE MÉXICO Y DEL ESTADO DE COAHUILA ABROGADA). 
 
Los artículos 319, fracción III, del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de 
México, y 233, fracción VI, del Código Penal del Estado de Coahuila, abrogado, regulan de forma 
similar el delito de abogados, patronos y litigantes, en su hipótesis normativa que dice: "quien a 
sabiendas, alegue hechos falsos", cuando intervengan en un proceso de cualquier índole. Ahora 
bien, a partir de los componentes de las normas penales, el sujeto que realiza o ejecuta la conducta 
tiene que ser un profesional en derecho, lo que revela que el tipo exige una calidad específica en el 
activo. Sin embargo, la problemática surge cuando se pretende establecer si el término "litigante" 
también comprende a dicho profesional o se refiere a cualquiera de las partes que intervienen en 
el proceso, ya que el legislador no precisó concretamente qué debía entenderse por tal. Así, a juicio 
de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ese elemento normativo no 



 

29 
 

comprende al actor o demandado que participa en un procedimiento judicial, administrativo o de 
cualquier orden legal, sino que corresponde al profesional del derecho que comparece a una 
contienda judicial en defensa de los intereses de éstos. Así, para advertir el significado de litigante, 
es insuficiente identificarlo como la posición o actividad que desempeña una persona en un proceso 
determinado, pues actuar en ese sentido daría una connotación amplia al concepto, ocasionando 
que se desvirtúe la calidad específica que el legislador asignó al sujeto activo para hacerse 
merecedor a una sanción penal, en contravención al principio de exacta aplicación de la ley penal. 
De ahí que, en el contexto que describen las normas penales, la ejecución de la conducta sólo puede 
realizarse por aquellas personas que ejercen la actividad profesional, ya que están relacionadas con 
aspectos técnicos sobre la defensa y el patrocinio de las partes (actor o demandado) en un juicio o 
procedimiento; la actividad probatoria y de promoción de incidentes, y la interposición de recursos. 
Además, con independencia de la pena de prisión, se prevé conjuntamente la inhabilitación del 
derecho a ejercer la actividad profesional y la privación definitiva de ese derecho en caso de 
reincidencia, lo que sólo acontecería para un profesional en la materia. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 354/2017. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, actual Primer Tribunal 
Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito. 26 de junio de 2019. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, quien precisó que 
está con el sentido pero contra algunas consideraciones, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: Norma Lucía Piña 
Hernández. Secretario: Suleiman Meraz Ortiz.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 141/2017, en el cual sostuvo que aun cuando el tipo penal exige para su 
acreditación una calidad específica en el sujeto activo, como lo es la de abogado, patrono o litigante 
como presunto infractor de la norma penal, no se comparte que las referidas calidades aludan 
únicamente a especialistas en derecho y que, por ende, sólo los que posean una patente para ejercer 
en esa profesión sean susceptibles de encuadrar en la especificidad que requiere el tipo penal, es 
decir, que la palabra "litigante" no puede asimilar ni aludir a alguien que es especialista en derecho, 
porque si bien pudiere contar con esa distinción, lo cierto es que lingüísticamente tal vocablo no 
tiene ese alcance, ni tampoco jurídicamente, dado que de facto "litigante" es o puede ser quien 
participa en un proceso como parte demandante o demandada en un litigio, aunque no posea la 
preparación académica o profesional para llevar a cabo ese ejercicio; y, 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, al resolver el juicio de amparo 
directo 396/2003, del que derivó la tesis aislada VIII.2o.33 P, de rubro: "DELITO DE ABOGADOS, 
PATRONOS, DEFENSORES O LITIGANTES. NO SE MATERIALIZA CUANDO EL SUJETO ACTIVO CARECE 
DE LOS ATRIBUTOS LEGALES QUE DEFINE LA FIGURA TÍPICA DESCRITA EN LA LEY (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE COAHUILA).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XIX, febrero de 2004, página 1042, con número de registro digital: 182209. 
 
Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 141/2017, resuelto por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, derivó la tesis aislada I.1o.P.86 P (10a.), de título y 
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subtítulo: "DELITOS DE ABOGADOS, PATRONOS O LITIGANTES. EL ELEMENTO NORMATIVO 
‘LITIGANTE’ DEL TIPO PENAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 319, FRACCIÓN III, DEL CÓDIGO PENAL PARA 
EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, NO SE ASIMILA NI ALUDE A ALGUIEN 
CON LICENCIATURA EN DERECHO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
26 de enero de 2018 a las 10:27 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 50, Tomo IV, enero de 2018, página 2105, con número de registro digital: 2016082. 
 
Tesis de jurisprudencia 76/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dos de octubre de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre 
de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021210  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 1a. CXIV/2019 (10a.)  
 
CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. DERECHOS DE LOS PASAJEROS CON 
DISCAPACIDAD O MOVILIDAD REDUCIDA. 
 
Los derechos de los pasajeros del servicio de transporte aéreo se basan en tres pilares 
fundamentales: la no discriminación, la información exacta, oportuna y accesible, y la asistencia 
inmediata y proporcionada. Estos principios se materializan en distintos derechos de los pasajeros 
con discapacidad o con movilidad reducida, no sólo se les reconoce el derecho de acceder sin 
discriminación al transporte aéreo, sino también el derecho a la movilidad, conforme al cual se han 
de garantizar condiciones de accesibilidad y asistencia sin costo adicional alguno. Además, las 
compañías aéreas y los operadores aeroportuarios tienen la responsabilidad común de capacitar a 
su personal para que proporcionen una respuesta satisfactoria a las demandas y necesidades de las 
personas con discapacidad. También se reconoce una responsabilidad especial en caso de pérdida 
o deterioro de los instrumentos que requieren las personas con alguna discapacidad, pues estos 
pasajeros no sólo sufren los mismos daños que cualquier otro, sino que además, en caso de pérdida 
o deterioro, no pueden gozar de la movilidad requerida hasta la recuperación de sus instrumentos, 
lo que se ha de tomar en cuenta para la determinación de la responsabilidad a cargo de las 
concesionarias. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida como 
Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sociedad Alemana de Aviación, S.A., o como Deutsche 
Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 6 de marzo de 2019. Mayoría de 
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cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia 
Reyes Heroles Scharrer.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021209  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 1a. CIX/2019 (10a.)  
 
CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. CONCEPTO. 
 
El consumidor del servicio de transporte aéreo es una especial categoría de consumidor que en 
México se coloca en una situación de especial vulnerabilidad por diversas razones: a) el servicio de 
transporte es un bien necesario e imprescindible para los consumidores mexicanos (bien inelástico); 
b) existe un sobreprecio debido a la presencia de un poder de mercado en la prestación del servicio 
que afecta el bienestar de los hogares mexicanos, pues los consumidores pagan más de lo que 
pagarían en un ambiente competitivo; y, c) los procesos de despersonalización en los 
procedimientos de información, compraventa, disfrute del servicio, atención al cliente post venta y 
eventual reclamación por la prestación defectuosa del servicio acentúan las asimetrías en la relación 
proveedor/prestador de servicios aéreos y el consumidor. Por tanto, ya que el consumidor de 
transporte aéreo tiene características muy particulares que se definen, tanto por las 
particularidades del mercado de servicios aéreos en el país, como por la modernización mundial del 
proceso de compraventa y atención al cliente en este servicio; es imperante la intervención del 
Estado para proteger a esta especial categoría de consumidores, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida como 
Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sociedad Alemana de Aviación, S.A. o como Deutsche 
Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 6 de marzo de 2019. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia 
Reyes Heroles Scharrer.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021208  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 1a. CXVI/2019 (10a.)  
 
CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. OBLIGACIONES A CARGO DE LAS 
AEREOLÍNEAS EN CASO DE RETRASO Y/O CANCELACIÓN DEL VUELO. 
 
Las compensaciones a favor de los consumidores del transporte aéreo ante retrasos y/o 
cancelaciones previstas en la Ley de Aviación Civil, surgen por causas imputables a los 
concesionarios y permisionarios del servicio; en este sentido, se constituyen como un mínimo de 
derechos del pasajero ante el incumplimiento de las obligaciones contractuales del prestador del 
servicio. El esquema de compensación previsto en la ley tiene fines preventivos, paliativos y 
compensatorios que incentivan, primero, la prestación de un servicio de mejor calidad, pues las 
aerolíneas tratarán de evitar cualquier retraso o cancelación, además contrarrestan la asimetría 
entre el consumidor y el proveedor que se da en esta relación comercial ya que, de no existir este 
sistema, el pasajero quedaría a expensas de lo determinado por la aerolínea. Estas medidas tienen 
por objeto compensar la afectación en los intereses de los pasajeros que ven frustrados sus 
proyectos construidos precisamente a partir de lo establecido originalmente en el contrato, en 
particular, a partir de la hora de salida y/o llegada del vuelo en términos del boleto original. Aunado 
a lo anterior, los retrasos y las cancelaciones de los vuelos colocan al pasajero en un estado de 
angustia que no sólo implica una molestia, sino que son susceptibles de ocasionar un auténtico 
sufrimiento, un padecimiento de orden psicológico que ha motivado que se diseñen diversas 
medidas paliativas con el objeto de tranquilizar al pasajero con la mayor inmediatez. En efecto, se 
reconoce la necesidad de asegurar a los pasajeros cuyos vuelos se retrasan o cancelan un “kit de 
supervivencia” que incluya, por un lado, alimentos para la espera y, además, información clara y 
veraz en relación con el estado del vuelo y las opciones de asistencia y compensación, para el efecto 
de que el pasajero se sienta amparado en este escenario de incertidumbre e intranquilidad. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida como 
Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sociedad Alemana de Aviación, S.A., o como Deutsche 
Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 6 de marzo de 2019. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena, y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia 
Reyes Heroles Scharrer.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2021207  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 1a. CXIII/2019 (10a.)  
 
CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. OBLIGACIÓN DE LAS AEROLÍNEAS DE 
TRANSPORTAR DOS MALETAS DE MANO. 
 
El transporte del equipaje de mano se constituye como un elemento inherente al servicio de 
transporte aéreo, pues se parte de la consideración de que el pasajero requiere de ciertas 
pertenencias mínimas en su lugar de destino; si bien es posible que un pasajero no requiera de 
equipaje documentado, lo cierto es que esta Sala advierte que la posibilidad de transportar, como 
mínimo, hasta dos piezas de equipaje de mano, se constituye como una medida que asegura que el 
medio de transporte en cuestión no pierda su razón de ser. Consecuentemente, las aerolíneas 
deberán diseñar estrategias para posibilitar que los pasajeros puedan llevar un mínimo de equipaje 
de mano en términos de los párrafos tercero y cuarto de la fracción IX del artículo 47 Bis de la Ley 
de Aviación Civil, independientemente del tipo de aeronave que utilicen. De ahí que es injustificada 
la negativa de la aerolínea de transportar el equipaje de mano de los pasajeros al momento de 
abordar el vuelo, esto, en términos de la ley y de lo especificado en los términos y condiciones del 
contrato. No obstante, en atención a la obligación de la aerolínea de prestar el servicio de transporte 
aéreo conforme a la máxima seguridad posible, si la concesionaria advierte que el equipaje de mano 
es incompatible con la seguridad operacional del vuelo, deberá negarse a transportarlo y, 
posteriormente podrá demostrar en juicio en qué radicó dicha incompatibilidad para justificar su 
negativa. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida como 
Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sciedad Alemana de Aviación, S.A., o como Deutsche 
Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 6 de marzo de 2019. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia 
Reyes Heroles Scharrer.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
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Registro: 2021206  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 1a. CXI/2019 (10a.)  
 
CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. OBLIGACIÓN DE LAS AEROLÍNEAS DE 
RESPETAR LOS SEGMENTOS DE UN VUELO. 
 
La obligación de las concesionarias de respetar todos los segmentos del vuelo comprado por un 
pasajero, a pesar de no haber utilizado algunos, en términos de la fracción IV del artículo 47 Bis de 
la Ley de Aviación Civil, se constituye como una cláusula mínima a favor de este tipo de 
consumidores para usar un segmento del viaje que ya compraron. La norma tiene una incidencia 
leve en los derechos de las concesionarias que ya obtuvieron la prestación económica derivada de 
la venta del boleto, sin que esta previsión pueda entenderse en el sentido de que las prestadoras 
de servicio están obligadas a otorgar un reembolso al pasajero de la parte que no utilizó o 
subsecuentes. La inclusión de la también denominada cláusula "no show" en los contratos de 
transporte aéreo constituye una condición abusiva de los derechos del pasajero que paga el precio 
del viaje completo y, no obstante lo anterior, si no usa un segmento, se actualiza una cancelación 
automática y unilateral del contrato, sin que tenga una justificación razonable de la negación del 
servicio al pasajero que cumplió con sus obligaciones contractuales. El hecho de que las 
concesionarias tengan que dejar lugares libres que pudieran volverse a vender, no es razón 
suficiente para afectar los derechos del pasajero, pues la compañía aérea ya recibió el pago del 
boleto que no se ocupó y el "perjuicio" que reclama es no poder vender ese boleto por segunda vez. 
La posibilidad de vender dos veces un asiento que ya se pagó se actualizará siempre y cuando medie 
la voluntad del consumidor. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida como 
Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sociedad Alemana de Aviación, S.A. o como Deutsche 
Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 6 de marzo de 2019. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia 
Reyes Heroles Scharrer. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021205  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 1a. CX/2019 (10a.)  
 
CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. OBLIGACIÓN DE LAS AEROLÍNEAS DE 
INSTALAR MÓDULOS DE ATENCIÓN AL PASAJERO. 
 
El establecimiento de módulos de atención personalizada para los pasajeros en cualquier 
aeropuerto de conformidad con los artículos 65 Ter y 65 Ter 1 de la Ley Federal de Protección al 
Consumidor y el artículo 47 Bis 2 de la Ley de Aviación, se constituye en una medida necesaria para 
proteger al consumidor de transporte aéreo y consecuentemente una intromisión justificada en los 
derechos de las concesionarias, pues imponen deberes propios de un mercado regulado. Los 
módulos de atención permiten brindar consejos e información a los pasajeros que se encuentran en 
situaciones de incertidumbre, ya sea ante el desconocimiento de los términos y las condiciones de 
su contrato, o bien, ante la prestación irregular o deficiente del servicio contratado. La asesoría 
personalizada que se garantiza a través de esta medida tiene por objeto dar una solución lo más 
inmediata posible a la situación, en algunos casos de angustia, en que se encuentra el pasajero. La 
asistencia que se brinda vía call center o correo electrónico no tiene la inmediatez que define a los 
módulos de atención personalizada; estas otras herramientas no sólo carecen del contacto personal 
que, per se, brinda seguridad al pasajero, sino además requieren de una línea telefónica o internet, 
lo que dificulta definitivamente su acceso. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida como 
Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sociedad Alemana de Aviación, S.A. o como Deutsche 
Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 6 de marzo de 2019. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia 
Reyes Heroles Scharrer.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 

 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2021204  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Constitucional, Administrativa)  
Tesis: 1a. CXII/2019 (10a.)  
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CONSUMIDOR DEL SERVICIO DE TRANSPORTE AÉREO. OBLIGACIÓN A CARGO DE LAS AEROLÍNEAS 
DE TRANSPORTAR SIN CARGO LA PRIMERA MALETA DOCUMENTADA. 
 
La obligación a cargo de las aerolíneas de transportar sin cargo adicional la primera maleta 
documentada, en términos de la fracción IX del artículo 47 Bis de la Ley de Aviación Civil, no es 
contraria a su libertad tarifaria. La libertad de las concesionarias de otorgar descuentos a los 
pasajeros en relación con las maletas documentadas, se salvaguarda con la previsión expresa del 
último párrafo de la fracción X del artículo 47 Bis, pues el legislador consideró que, en caso de que 
el pasajero determine viajar sin ese mínimo de equipaje, las aerolíneas podrán ofrecerle un 
descuento; es decir, la decisión de no documentar equipaje tiene que ser del pasajero y, a partir de 
ésta, la concesionaria podrá ofrecer una tarifa preferencial. Este diseño legislativo resulta acorde 
con la protección especial que merece el consumidor de transporte aéreo que, en la mayoría de las 
ocasiones, inadvierte que los precios más bajos que se ofrecen no incluyen un mínimo de equipaje. 
Así al obligar a las concesionarias a prestar el servicio siempre con un mínimo de equipaje, se 
asegura que el acceso a precios bajos, como consecuencia de no documentar equipaje, provenga 
de una decisión informada del pasajero. La compra de boletos de avión se da en forma de contratos 
de adhesión en la que, por regla general, los concesionarios sólo resaltan cierta información 
selectiva al consumidor, de manera que es frecuente que éste no advierta que su pago no incluye 
un mínimo de equipaje y termine pagando un precio mayor posteriormente por este concepto. Lo 
anterior no impide que las aerolíneas ofrezcan precios accesibles y competitivos pues en términos 
de la fracción X citada, se otorga absoluta libertad para ofrecer vuelos a precios accesibles en caso 
de que el pasajero decida viajar sin equipaje incentivando así, en un ambiente de libre competencia, 
que las aerolíneas reduzcan sus precios atrayendo a aquellos pasajeros que puedan viajar sin 
documentar equipaje, esto en pleno respeto de su libertad tarifaria. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 434/2018. Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, también conocida como 
Deutsche Lufthansa Aktiengesellschaft, Sociedad Alemana de Aviación, S.A., o como Deutsche 
Lufthansa Ag o como Lufthansa Líneas Aéreas Alemanas y otra. 6 de marzo de 2019. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Norma Lucía Piña Hernández, Luis María Aguilar Morales, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá. Disidente: Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Natalia 
Reyes Heroles Scharrer.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 

 
Época: Décima Época  
Registro: 2021197  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 06 de diciembre de 2019 10:18 h  
Materia(s): (Penal, Común)  
Tesis: 1a./J. 73/2019 (10a.)  
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AUTO DE FORMAL PRISIÓN. NO ES OBSTÁCULO PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO CONTRA ESTE ACTO, LA CIRCUNSTANCIA DE QUE PREVIAMENTE SE HAYA CONCEDIDO 
AL MISMO QUEJOSO –EN AMPARO DIRECTO– LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL PARA EL EFECTO 
DE REPONER EL PROCEDIMIENTO E INVESTIGAR POSIBLES HECHOS DE TORTURA (LEY DE AMPARO 
ABROGADA). 
 
El auto de formal prisión, en su calidad de decisión, eje del proceso penal de orden tradicional o 
mixto, es una condición procesal que no se ve afectada con motivo de la reposición del 
procedimiento que se dispone para investigar posibles hechos de tortura (con motivo de una 
sentencia previamente emitida en favor del mismo quejoso en instancia de amparo directo), pues 
aquella resolución de plazo constitucional sigue surtiendo sus efectos, determinando la existencia 
de la causa, su sustancia y los hilos que la conducen, lo que lleva a considerar que la apuntada 
reposición no constituye un obstáculo para controvertir su constitucionalidad mediante el ejercicio 
de la acción de amparo indirecto. Asimismo, el hecho de que la referida investigación vaya a 
trascender –positiva o negativamente– en la consideración sobre la licitud de ciertos elementos de 
prueba estimados desde el auto de formal prisión, tampoco es razón para considerar improcedente 
la vía, tomando en cuenta que el análisis constitucional sobre esa decisión se ejecuta desde el prisma 
correspondiente al estado procesal de que se trata, y destacadamente en relación con el estándar 
de prueba y las reglas atinentes a esa fase procesal. Consecuentemente, el hecho de que se haya 
dispuesto la reposición del procedimiento para indagar probables hechos de tortura, no es una 
condición que conduzca a estimar la imposibilidad de controvertir el auto de formal prisión por 
medio del juicio de amparo indirecto. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 377/2018. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda 
Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla. 3 de abril de 2019. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien se reservó su derecho para formular voto 
concurrente. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
particular. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Roberto Negrete Romero.  
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con 
residencia en San Andrés Cholula, Puebla, en apoyo del Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito, al resolver el amparo en revisión 165/2018 
(cuaderno auxiliar 685/2018), en el que determinó que las pruebas que sustentan un auto de formal 
prisión no pueden encontrarse sub júdice a lo determinado por el Tribunal Colegiado de Circuito 
que ordena la reposición del procedimiento hasta la diligencia inmediata anterior al auto de cierre 
de instrucción, para la investigación de la posible existencia de actos de tortura, ya que la referida 
locución latina se usa para significar que un asunto se encuentra pendiente de decisión judicial, de 
modo que las pruebas por sí solas no debe considerarse que se encuentren pendientes de resolución 
judicial, es decir, puede estar pendiente de determinación algún asunto en contra del cual se 
promovió un recurso o medio ordinario de defensa, o bien, un medio extraordinario de defensa 
como el amparo, mas no las pruebas desahogadas en el asunto controvertido. 
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El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito, al resolver el 
amparo en revisión 5/2017, que dio origen a la tesis aislada I.1o.P.55 P (10a.), de título y subtítulo: 
"ACTOS DE TORTURA. SI EL ACTO RECLAMADO ES EL AUTO DE FORMAL PRISIÓN, Y SE ADVIERTE 
QUE LAS PRUEBAS QUE LO SUSTENTAN SE ENCUENTRAN SUB JÚDICE A LO DETERMINADO POR EL 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE ORDENA LA REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO PARA QUE 
SE INVESTIGUE LA POSIBLE EXISTENCIA DE AQUÉLLOS, ESA CIRCUNSTANCIA ACTUALIZA LA CAUSA 
DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXIII, EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 
74, FRACCIÓN V, AMBOS DE LA LEY DE AMPARO.", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 2 de junio de 2017 a las 10:08 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 43, Tomo IV, junio de 2017, página 2857, con número de registro 
digital: 2014412. 
 
Tesis de jurisprudencia 73/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de dieciocho de septiembre de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre 
de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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ACTUACIONES JUDICIALES. EL JUZGADOR DEBE SEÑALAR EXPRESAMENTE Y NO EN FORMA 
IMPLÍCITA O TÁCITA LOS MOTIVOS QUE SUSTENTAN LA CAUSA URGENTE PARA HABILITAR DÍAS Y 
HORAS INHÁBILES, ASÍ COMO LAS DILIGENCIAS QUE DEBERÁN REALIZARSE (ARTÍCULOS 64 DEL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE 
MÉXICO, Y 1065 DEL CÓDIGO DE COMERCIO). 
 
Las facultades que la ley otorga a los juzgadores como directores del proceso están sujetas al 
cumplimiento de los requisitos de fundamentación y motivación establecidos en el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que todo acto de autoridad debe respetar; 
por tanto, si los artículos 64 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable 
para la Ciudad de México, y 1065 del Código de Comercio, establecen igualmente que "el Juez puede 
habilitar los días y horas inhábiles para actuar o para que se practiquen diligencias cuando hubiere 
causa urgente que lo exija, expresando cuál sea ésta y las diligencias que hayan de practicarse.", es 
evidente que en atención a los requisitos constitucionales aludidos y a la literalidad de la norma, el 
Juez debe señalar la causa urgente en que sustenta su determinación, así como las diligencias que 
deberán practicarse; requisito que debe cumplir de manera expresa y no en forma implícita o tácita, 
por ser su obligación constitucional fundar y motivar sus determinaciones, con el objeto de que las 
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personas, al conocer las causas que dieron origen a su determinación, puedan impugnarla a través 
de los medios de defensa que la legislación correspondiente establezca a su favor; ello, en aras de 
respetar a su vez, los derechos de seguridad y certeza jurídicas. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 271/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
2 de octubre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Juan Luis González Alcántara Carrancá, 
quien reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Norma Lucía Piña Hernández. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Claudia Lissette Montaño Mendoza.  
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, quien al resolver 
el amparo en revisión 79/2019, señaló como acto reclamado, entre otros, el emplazamiento 
practicado al quejoso en el juicio ejecutivo mercantil de origen y determinó que el Juez responsable 
indebidamente omitió precisar la causa por la que habilitó días y horas inhábiles para la práctica de 
esa diligencia, violentando con ello el contenido del artículo 1065 del Código de Comercio, conforme 
al cual ello debe hacerse de manera expresa. 
 
El sostenido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el 
amparo directo 283/2009, que dio origen a la tesis aislada I.4o.C.208 C, de rubro: "HABILITACIÓN 
DE DÍAS Y HORAS INHÁBILES PARA LA PRÁCTICA DE UNA DILIGENCIA JUDICIAL. NO ES NECESARIA LA 
PETICIÓN DE PARTE PARA PROVEERLA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, enero de 2010, página 2127, con número de registro digital: 
165544. 
 
Nota: De la sentencia que recayó al amparo en revisión 79/2019, resuelto por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, derivó la tesis aislada III.2o.C.108 C (10a.), de título y 
subtítulo: "EMPLAZAMIENTO EN EL PROCEDIMIENTO MERCANTIL. CUANDO EL ACTOR EXPRESE EN 
SU DEMANDA INICIAL RAZONES PARA JUSTIFICAR LA NECESIDAD DE HABILITAR DÍAS Y HORAS 
INHÁBILES PARA LA PRÁCTICA DE ESA DILIGENCIA, ES IMPRESCINDIBLE QUE EL JUEZ CUMPLA 
ESTRICTAMENTE CON LA FORMALIDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 1065 DEL CÓDIGO DE 
COMERCIO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de octubre de 2019 
a las 10:14 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época. Libro 71, 
Tomo IV, octubre de 2019, página 3501. 
 
Tesis de jurisprudencia 82/2019 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de treinta de octubre de dos mil diecinueve.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 06 de diciembre de 2019 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial 
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 09 de diciembre 
de 2019, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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